
VERSIÓN ESTENOGRÁFICA DE  LA  SESIÓN DE  TRABAJO CELEBRADA  POR LOS INTEGRANTES DEL
COMITÉ DE TRANSPARENCIA DE LA FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO DE JALISCO, CORRESPONDIENTE
AL DÍA 31 DE AGOSTO DE 2018. DERIVADA DEL CUMPLIMIENTO A LA RESOLUCIÓN DEL RECURSO DE
REVISIÓN  1043/2018,  QUE  SE  DESPRENDE  DEL  PROCEDIMIENTO  DE  ACCESO  A  LA  INFORMACIÓN
PÚBLICA LTAPJ/FG/1497/2018.

En la sala de juntas del inmueble  marcado con el número 778, de la Calzada Independencia, en la colonia La
Perla, en la ciudad de Guadalajara, Jalisco; siendo las 10:05 horas del día 31 de agosto de 2018, se da inicio a la
sesión de trabajo del Comité de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco.

EN USO DE LA VOZ, EL TITULAR DEL ÓRGANO DE CONTROL INTERNO, INTEGRANTE DEL COMITÉ DE
TRANSPARENCIA MANIFIESTA:
Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
4°; 9° y 15 de la Constitución Política del Estado de Jalisco; 1°, 2°,  5°, 24 punto 1 fracción II, 25 punto 1 fracción
VII, 30 punto 1 fracción II, 31, 32 punto 1 fracción III y VIII, 86 102 y 103 de la Ley de Transparencia y Acceso a la
Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios; este Comité de Transparencia de la Fiscalía General
del Estado de Jalisco se reúne para llevar a cabo el ejercicio de sus atribuciones, de acuerdo con el siguiente
orden del día.

I. Lista de asistencia y declaratoria del quórum;
II. Aprobación del orden del día;
III. Análisis, discusión y, en su caso, confirmación de la clasificación inicial de información pública y de declaración
de inexistencia, a fin de dar cumplimiento a las resoluciones del Pleno del ITEI.
IV. Cierre de sesión.

REGISTRO DE ASISTENCIA

EN USO DE LA VOZ, EL TITULAR DEL ÓRGANO DE CONTROL INTERNO, INTEGRANTE DEL COMITÉ DE
TRANSPARENCIA MANIFIESTA:
De conformidad con lo establecido por los artículos 28 punto 1 fracciones I, II y III y 29 de la Ley de Transparencia
y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, y 7° y 10 de su Reglamento, para hacer
constar el quórum de la presente sesión, se procede a nombrar lista de los integrantes que conforman el Comité
de Transparencia de este sujeto obligado presentes.

LIC. EUGENIA CAROLINA TORRES MARTÍNEZ, Directora General de Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de
Transparencia.
Secretario. 
PRESENTE.

LIC. JOSÉ SALVADOR LÓPEZ JIMÉNEZ, Director General de Coordinación Jurídica y Control Interno. 
Titular del órgano de control.
PRESENTE.

En virtud de estar presentes la mayoría de los integrantes del Comité de Transparencia de este sujeto obligado
Fiscalía General del Estado de Jalisco, se declara formalmente iniciada la presente sesión de trabajo y en este
momento cedo el uso de la voz al Secretario del Comité, Licenciada Eugenia Carolina Torres Martínez para que
exponga el objeto y los antecedentes para llevar a cabo la presente reunión de trabajo.

EN USO DE LA VOZ LA SECRETARIO DEL COMITÉ DE TRANSPARENCIA MANIFIESTA LO SIGUIENTE:
Muchas gracias, doy cuenta a este Comité de Transparencia que  la presente reunión tiene por objeto emitir el
presente dictamen a efecto de que esta Fiscalía General del Estado de Jalisco se encuentre en aptitud de dar
cumplimiento  a  lo  ordenado  por  el  Instituto  de  Transparencia,  Información  Pública  y  Protección  de  Datos
Personales del Estado de Jalisco y sus Municipios (ITEI), al resolver el RECURSO DE REVISIÓN 1043/2018 en
la  sesión  ordinaria  celebrada  el  día  22  veintidós  de  agosto  de  2018  dos  mil  dieciocho,  este  Comité  de
Transparencia  de la Fiscalía General  del  Estado de Jalisco procede a su reunión,  para efecto de analizar y
clasificar particularmente, la información consistente en: informe u oficio de respuesta generado por la Fiscalía
General del Estado de Jalisco, en atención al requerimiento efectuado por la Secretaria Ejecutiva Adjunta de la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH),  en la Resolución 20/2018 de fecha 16 dieciséis  de
marzo de 2018 dos mil  dieciocho, que fue notificada al  Estado Mexicano con motivo del  otorgamiento  de la
Medida Cautelar No. 201-18. La cual se desprende de la información requerida mediante solicitud de información
registrada en el sistema electrónico INFOMEX JALISCO - PNT con el número de folio 02541318, e internamente
con el número de procedimiento LTAIPJ/FG/1497/2018. Por medio de la cual se solicitó lo que a continuación se
señala:

Pido se me informe lo siguiente para ser entregado en archivos electrónicos vía Infomex o por correo electrónico. 

I Sobre el caso de los tres estudiantes de cine desaparecidos en Tonalá, el 19 de marzo, se me informe:
a) Copia de todos los oficios y comunicados recibidos por este sujeto obligado de parte de instancias

defensoras  de  derechos  humanos  internacionales,  tales  como instancias  de  la  ONU,  de  Comisión
Interamericana de Derechos Humanos, o cualquier otra similar, en los que se aborde dicho caso. 



b) Copia de todos los oficios de respuesta que emitió este sujeto obligado a los oficios y comunicados  a
los que se hace referencia en el inciso anterior. 

c) Copia de todos los oficios y comunicados recibidos por este sujeto obligado de parte de gobiernos
extranjeros, en los que se aborde dicho caso. 

d) Copia de todos los oficios de respuesta que emitió este sujeto obligado a los oficios y comunicados  a
los que se hace referencia en el inciso anterior. 

e) Copia de todos los oficios y comunicados recibidos por este sujeto obligado de parte de la Secretaría de
Relaciones Exteriores, en los que se aborde dicho caso. 

f) Copia de todos los oficios de respuesta que emitió este sujeto obligado a los oficios y comunicados  a
los que se hace referencia en el inciso anterior. 

II  Sobre el caso de los tres ciudadanos italianos desaparecidos en Tecalitlán, el 31 de enero pasado, se me
informe lo siguiente:

a) Copia de todos los oficios y comunicados recibidos por este sujeto obligado de parte de instancias
defensoras  de  derechos  humanos  internacionales,  tales  como instancias  de  la  ONU,  de  Comisión
Interamericana de Derechos Humanos, o cualquier otra similar, en los que se aborde dicho caso. 

b) Copia de todos los oficios de respuesta que emitió este sujeto obligado a los oficios y comunicados  a
los que se hace referencia en el inciso anterior. 

c) Copia de todos los oficios y comunicados recibidos por este sujeto obligado de parte de gobiernos
extranjeros, en los que se aborde dicho caso. 

d) Copia de todos los oficios de respuesta que emitió este sujeto obligado a los oficios y comunicados  a
los que se hace referencia en el inciso anterior. 

e) Copia de todos los oficios y comunicados recibidos por este sujeto obligado de parte de la Secretaría de
Relaciones Exteriores, en los que se aborde dicho caso. 

f) Copia de todos los oficios de respuesta que emitió este sujeto obligado a los oficios y comunicados  a
los que se hace referencia en el inciso anterior. 

Dicha información se desprende del punto II particularmente del inciso b). Motivo por el cual, con el objeto de dar
cumplimiento a lo ordenado en la resolución del órgano garante del acceso a la información pública en Jalisco, en
el Recurso de Revisión de mérito, cuyas conclusiones se transcriben a continuación:

RESOLUTIVOS:

PRIMERO.-  La  personalidad  y  carácter  de  las  partes,  la  competencia  del  Instituto  de  Transparencia,
Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco y el trámite llevado a cabo
resultaron adecuados.

SEGUNDO.- Es FUNDADO el recurso de revisión interpuesto por la parte recurrente contra actos del
sujeto  obligado  FISCALÍA  GENERAL  DEL  ESTADO  DE  JALISCO  por  las  razones  expuestas  en  el
considerando VII de la presente resolución.

TERCERO.- Se MODIFICA, la respuesta del sujeto obligado y se le REQUIERE para que en el plazo de
10 diez días hábiles contados a partir  de que surta sus efectos legales la notificación de la presente
resolución, se genere una nueva respuesta a través de la cual entregue la información solicitada o en su
defecto a través de su Comité de Transparencia  agote el  procedimiento  que establece el  artículo 18
puntos 1, 2 y 5 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus
Municipios.  Debiendo acreditar  mediante un informe a este Instituto dentro de los 3 tres días hábiles
siguientes haber dado cumplimiento a la presente resolución, de conformidad a lo previsto por el artículo
103.1  de  la  Ley  de  Transparencia  y  Acceso  a  la  Información  Pública  del  Estado  de  Jalisco  y  sus
Municipios.

EN USO DE LA VOZ, EL TITULAR DEL ÓRGANO DE CONTROL INTERNO, INTEGRANTE DEL COMITÉ DE
TRANSPARENCIA MANIFIESTA:
Gracias Secretario. Le pido de favor que dé cuenta a este Comité de las consideraciones para los efectos del
objeto de la presente reunión.

EN USO DE LA VOZ, LA SECRETARIO DEL COMITÉ MANIFIESTA LO SIGUIENTE:
Con todo gusto. Doy cuenta de lo siguiente: 

I.-  Que el artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que toda persona
tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como al de buscar, recibir y difundir información
e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión. En este orden, establece que, en principio, toda la
información  en  posesión  de  cualquier  autoridad,  entidad,  órgano  y  organismo  de  los  Poderes  Ejecutivo,
Legislativo  y  Judicial,  órganos  autónomos,  partidos  políticos,  fideicomisos  y  fondos  públicos,  así  como  de
cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el
ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés
público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En otra vertiente, señala que la información que
se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los términos y con las excepciones que
también fijen las leyes.



II.- Que el artículo 16° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que nadie puede ser
molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la
autoridad competente, que funde y motive la causa legal  del procedimiento. Del mismo modo, en su párrafo
segundo refiere que toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación y
cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá
los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional,
disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros.

III.- Que la fracción I del apartado A del artículo 20 de la vigente Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos establece como principio general que el proceso penal tendrá por objeto el esclarecimiento de los
hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que los daños causados por el delito se
reparen;

IV.- Que la fracción V del apartado C del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
establece que en todo proceso penal la víctima u ofendido tendrá derecho al resguardo de su identidad y otros
datos personales, en los siguientes casos: cuando sean menores de edad; cuando se trate de delitos de violación,
trata de personas, secuestro o delincuencia organizada; y cuando a juicio del juzgador sea necesario para su
protección, salvaguardando en todo caso los derechos de la defensa.

V.- Que el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que la  seguridad pú-
blica es una función a cargo de la federación, las entidades federativas y los municipios, que comprende la pre -
vención de los delitos; la investigación y persecución para hacerla efectiva, así como la sanción de las infraccio-
nes administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que esta Constitución señala. La
actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia,
profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Constitución.

VI.-  Que el  artículo 4° de la Constitución Política del  Estado de Jalisco establece que toda persona que se
encuentre  en territorio  Jalisciense gozará de los  derechos  y  garantías  que establece,  siendo una obligación
fundamental de las autoridades salvaguardar su cumplimiento. De igual manera, que todas las autoridades, en el
ámbito  de  sus  competencias,  deberán  promover,  respetar,  proteger  y  garantizar  los  derechos  humanos,  de
conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

Por otro lado, establece que el derecho a la información pública tendrá como fundamento la trasparencia y la
rendición de cuentas por parte de las autoridades, la información veraz y oportuna, la protección de la información
reservada y los datos personales en posesión de los sujetos obligados.

VII.- Que la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios es el
instrumento  reglamentario  de  los  artículos  6°  apartado  A de  la  Constitución  Política  de  los  Estados  Unidos
Mexicanos, y 9° párrafo tercero y 15° de la Constitución Política del Estado de Jalisco. Tiene por objeto garantizar
y hacer efectivo el derecho de toda persona a solicitar, acceder, consultar, recibir, difundir, reproducir y publicar
información pública de conformidad con lo establecido en dicha ley, así como clasificar la información pública en
poder de los sujetos obligados.

VIII.- Que la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Jalisco y
sus Municipios es el instrumento reglamentario de los artículos 6° apartado A y 16 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 9° de la Constitución Política del Estado de Jalisco. Tiene por objeto establecer
las bases, principios y procedimientos para garantizar el derecho que tiene toda persona a la protección de sus
datos personales en posesión de sujetos obligados.

IX.- Que el  Instituto de Transparencia,  Información Pública y Protección de Datos Personales del  Estado de
Jalisco  (ITEI)  es  un  Organismo Público  autónomo,  encargado  principalmente  de  promover  la  transparencia,
garantizar  el  acceso a  la  información  pública  de  libre  acceso y  proteger  la  información  pública  reservada  y
confidencial. Tiene como facultad emitir y publicar, de acuerdo a estándares nacionales e internacionales, los
lineamientos  estatales  en  materia  de  clasificación  de  información  pública;  publicación  y  actualización  de
información fundamental; protección de información confidencial y reservada, entre otras; así como de interpretar
la Ley y su Reglamento en el orden administrativo. 

Del mismo modo, que sus resoluciones en materia de clasificación de información y acceso a la información, son
vinculantes, definitivas e inatacables para todos los sujetos obligados.

X.- Que derivado del cumplimiento de las obligaciones que le devienen a dicho Organismo Público garante, el día
28 veintiocho de mayo del  año 2014 dos mil  catorce el  Consejo  del  Instituto de Transparencia,  Información
Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco (ITEI), emitió los Lineamientos Generales en
materia de Clasificación de Información Pública; Protección de Información Confidencial y Reservada; así como
los de Publicación y Actualización de Información Fundamental;  los cuales fueron  publicados en el  Periódico
Oficial “El Estado de Jalisco” el día 10 de junio del mismo año.

XI.-  Que  los  Lineamientos  Generales  en  materia  de  Clasificación  de  Información  Pública  tienen  por  objeto
establecer los rasgos característicos que deberán reunir los criterios generales en materia de clasificación de



información pública que emitan los sujetos obligados, que serán la base para la clasificación o desclasificación de
la información en forma particular.

XII.- Que el día 15 quince de abril del año 2016 dos mil dieciséis, se publicó en el Diario Oficial de la Federación
(DOF), el acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública
y Protección de Datos Personales, por el que se aprueban los Lineamientos generales en materia de clasificación
y desclasificación de la información, así como para la elaboración de versiones públicas, mismo que se encuentra
vigente a partir  del día siguiente al de dicha difusión, y es considerado como un instrumento de observancia
general para la federación, los estados y municipios, así como cualquier otro considerado como sujeto obligado.

XIII.- Que esta Fiscalía General del Estado de Jalisco es sujeto obligado de conformidad con lo establecido en el
artículo 24 punto 1 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco
y sus Municipios. 

XIV.- Que esta Fiscalía General del Estado de Jalisco, de conformidad con lo establecido en el artículo 53 de la
Constitución Política del Estado de Jalisco, 1° de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, es
la responsable de la Seguridad Pública y Procuración de Justicia, en términos de lo que establece el artículo 21
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Tiene a su cargo la institución del Ministerio Público
y es  la  encargada  de conducir  las  funciones  de la  investigación de los  delitos,  de la  seguridad  pública,  de
mantener el orden y la paz pública, de la conducción y mando de las policías, con excepción de la policía vial, del
ejercicio de la acción penal y la relativa a la acción de reparación del daño ante los tribunales, así como del
sistema de reinserción social  y atención a víctimas; cuyo actuar debe regirse por los principios de legalidad,
objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos.

XV.- Que el artículo 2° del Código Nacional de Procedimientos Penales refiere que dicho ordenamiento legal tiene
por objeto establecer las normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los
delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que se repa-
re el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el conflicto que
surja con motivo de la comisión del delito, en un marco de respeto a los derechos humanos reconocidos en la
Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte.

XVI.- Que el artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales tutela la reserva de los actos de investi-
gación, al consagrar que los registros de la investigación, así como todos los documentos, independientemente de
su contenido o naturaleza, los objetos, los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados, son es-
trictamente reservados, por lo que únicamente las partes podrán tener acceso a los mismos, con las limitaciones
establecidas en este Código y demás disposiciones aplicables.

XVII.- Que el artículo 13 fracción XIV de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Jalisco establece
como obligación de este sujeto obligado, establecer medios de información sistemática y directa a la sociedad,
para dar cuenta de sus actividades. En todo caso reservará la información cuya divulgación pueda poner en ries-
go las investigaciones que realice la Fiscalía General del Estado a través de sus fiscales o agentes del ministerio
público y mantendrá la confidencialidad de los datos personales, de conformidad con lo dispuesto por el Código
Nacional de Procedimientos Penales y demás normas aplicables.

XVIII.- Que las resoluciones de la Comisión Interamericana de los Derechos Humanos (CIDH) como órgano prin-
cipal de la Organización de los Estados Americanos (OEA) son públicas y se encuentran al alcance de la ciudada -
nía en general, la Unidad de Transparencia de esta Fiscalía General del Estado de Jalisco, de manera excepcio-
nal autorizó su entrega. 

XIX.- Que de la búsqueda y revisión practicada al interior de este sujeto obligado se desprende que sí existe infor-
mación al respecto y forma parte de las constancias que integran una Carpeta de Investigación iniciada con moti -
vo de la desaparición de 3 personas de nacionalidad Italiana en Jalisco, cuyo estado procesal que guarda al mo-
mento de la recepción de la correspondiente solicitud de información pública es EN TRAMITE, es decir, no ha
sido concluida, toda vez que se encuentra en integración.

EN ESTE MOMENTO LOS INTEGRANTES DEL COMITÉ DE TRANSPARENCIA SE IMPONEN DE DICHO
EXPEDIENTE,  RELIZAN  ANOTACIONES  CORRESPONDIENTES  Y  EL  TITULAR  DEL  ÓRGANO  DE
CONTROL INTERNO   MANIFIESTA LO SIGUIENTE:  

Bien, derivado de lo anterior […] Secretario dé cuenta a este Comité del análisis correspondiente, así como del
dictamen de clasificación que se propone a votación.

EN USO DE LA VOZ, EL SECRETARIO DEL COMITÉ DE TRANSPARENCIA SEÑALA:
Con todo gusto.

Este Comité de Transparencia determina que no es procedente, a través del ejercicio del derecho a la información
pública, permitir  el acceso, la consulta y/o la reproducción del  informe u oficio de respuesta generado por la
Fiscalía General del Estado de Jalisco, en atención al requerimiento efectuado por la Secretaria Ejecutiva Adjunta
de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en la Resolución 20/2018 de fecha 16 dieciséis de marzo
de 2018 dos mil dieciocho, que fue notificada al Estado Mexicano con motivo del otorgamiento de la Medida



Cautelar No. 201-18. La cual debe ser considerada y tratada temporalmente como de acceso restringido, con el
carácter  de  información  Reservada  y  Confidencial,  de  la  cual,  queda  estrictamente  prohibida  su  difusión,
publicación, reproducción y/o acceso a persona alguna, con excepción de las autoridades competentes que, en el
ejercicio de sus obligaciones y atribuciones deban o puedan tener acceso a la misma, siempre y cuando se funde,
motive y/o justifique dicha necesidad, y se lleve a cabo por la vía procesal idónea. Dicha limitación le deviene ya
que, al día de la recepción de la solicitud de información pública, la documentación solicitada existe y forma parte
de los registros que conforman una Carpeta de Investigación en trámite, es decir, que no han concluido con una
resolución firme y/o sentencia que haya causado estado, con las que se pueda establecer que hayan agotado
todas las etapas procesales, que hagan posible su consulta y/o reproducción. 

En  esta  vertiente,  por  encontrarse  en  integración,  se  actualiza  la  hipótesis  normativa  para  restringir
temporalmente el acceso, la consulta, entrega, difusión y/o reproducción, de acuerdo con lo establecido en el
artículo 17 punto 1 fracción I incisos c) y f) y fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información
Pública del Estado de Jalisco. Dichos preceptos legales se encuentran robustecidos con el numeral TRIGÉSIMO
OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación de Información Pública emitidos por acuerdo
del Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, el día 28 veintiocho de mayo del año
2014 dos mil catorce, debidamente publicados en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco” el día 10 diez de junio
del mismo año; así como el Lineamiento DÉCIMO TERCERO de los LINEAMIENTOS GENERALES EN LA RAMA
DEL  SECTOR PÚBLICO  DE  SEGURIDAD  PÚBLICA  QUE  TIENEN  COMO  OBJETIVO  DETERMINAR  LAS
DISPOSICIONES  ESPECÍFICAS  QUE  DEBEN  ADOPTAR  LOS  SUJETOS  OBLIGADOS  DEL  ESTADO  DE
JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR ESTE SERVICIO, que fueron emitidos por acuerdo
general del Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, debidamente publicados en
el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco” el día 1ro primero de octubre de 2015 dos mil quince. 

Adicionalmente, se considera susceptible de clasificación con tal carácter, de conformidad con lo que establece el
artículo 110 fracciones V, VII, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública
(reformada), de aplicación supletoria conforme lo dispone el numeral 7° punto 1 fracción I, correlacionados con los
numerales  VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones I,  II  y  III,  VIGÉSIMO NOVENO fracción III,
TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y
Desclasificación  de  la  Información,  emitidos  por  acuerdo  del  Consejo  Nacional  del  Sistema  Nacional  de
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, debidamente publicados en el
Diario Oficial de la Federación (DOF) el día 15 quince de abril de 2016 dos mil dieciséis.

De lo anterior, este Comité de Transparencia determina que le deviene el carácter de información Reservada, por
tratarse de un expediente  que tiene por  objeto  esclarecer  hechos constitutivos de delito;  de manera que,  al
momento  del  requerimiento  inicial,  así  como al  de  la  elaboración  del  presente  dictamen,  guarda  un  estado
procesal susceptible de limitación temporal, por el simple hecho de encontrarse en trámite; es decir, no se han
agotado todas las etapas del procedimiento penal que al efecto establece el Código Nacional de Procedimientos
Penales, aplicable a la Carpeta de Investigación, del nuevo sistema de justicia penal (acusatorio adversarial). En
esta vertiente, por tratarse de investigaciones criminales, deben sujetarse a las disposiciones legales vigentes al
momento de los hechos, ya que el derecho a la justicia tutela el resguardo de la identidad de las partes, así como
el sigilo de las investigaciones y el resultado de estas. Si bien, la pretensión del solicitante versa sobre la consulta
de documentos generados por esta autoridad, tenemos que se trata de documentación pública; sin embargo, el
numeral 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone que la información pública puede
ser objeto de limitación siempre y cuando atente contra el interés público. En este contexto, la Ley Reglamentaria
de aplicación federal, alude en su numeral 110 (reformado) que la información susceptible de restricción podrá ser
clasificada como reservada cuando comprometa la seguridad pública, pueda poner en riesgo la vida, la seguridad
o la salud de alguna persona,  obstruya la prevención y persecución de los delitos,  entre otros. A la par,  su
análoga estatal establece en su numeral 17 como información de carácter reservada aquella que con su difusión
comprometa la seguridad pública, o cuando esta ponga en riesgo la integridad física o la vida de una persona, o
cuando cause un perjuicio grave a las investigación y persecución de delitos, las Carpetas de Investigación, los
expedientes judiciales en tanto no causen estado, así como aquella información que ponga en riesgo la seguridad
o integridad de las personas que laboran o hubiesen laborado en áreas de seguridad pública, procuración o
administración  de  justicia.  Situación  por  la  cual  se  materializa  la  necesidad  de  limitar  la  consulta  de  dicha
información, toda vez que esta contiene pormenores relacionados con el avance de las investigaciones, tal  y
como fue solicitado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH).

Por  esta  razón,  tomando  en  consideración  lo  establecido  en  los  Lineamientos  Generales  en  materia  de
Clasificación de Información Pública emitidos por acuerdo del Consejo del anteriormente denominado Instituto de
Transparencia e Información Pública de Jalisco (ITEI), el día 28 de mayo del año 2014, que fueron publicados en
el  Periódico  Oficial  “El  Estado  de  Jalisco”  el  día  10  de  junio  del  mismo  año,  establecen  en  su  numeral
TRIGÉSIMO OCTAVO que, la información se clasificará como reservada cuando la Averiguación Previa, que de
conformidad con el artículo 8° del Código de Procedimientos Penales para el Estado Libre y Soberano de Jalisco,
abarque las actuaciones practicadas por el Ministerio Público o sus auxiliares, y con motivo de la comisión de un
delito, aún cuando termina con la determinación de ejercicio o no de la acción penal y conservará su reserva
cuando se haya ejercido la acción penal y forme parte de un juicio de carácter penal o cuando se haya archivado
de manera provisional en espera de más o mejores datos que permitan proseguir con la investigación. Lo anterior,
de acuerdo con lo que a continuación se invoca:



Lineamientos Generales en materia de Clasificación de Información Pública que deberán observar los sujetos
obligados previstos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus
Municipios: TRIGÉSIMO OCTAVO.- La información se clasificará como reservada en los términos de la fracción II
del artículo 17 de la Ley, cuando la averiguación previa que, de conformidad al artículo 8 fracción I del Código de
Procedimientos Penales para el Estado Libre y Soberano de Jalisco, abarque las actuaciones practicadas por el
Ministerio Público o sus auxiliares, y con motivo de la comisión de un delito, y aun y cuando termina con la
determinación de ejercicio o no de la acción penal, conservará la reserva: 1. Cuando se haya ejercido la acción
penal, y la misma forme parte del juicio penal respectivo; y 2. Cuando se haya archivado de manera provisional,
en espera de allegarse datos para proseguir la averiguación, de conformidad a lo previsto por el artículo 100 del
Código de Procedimientos Penales para el Estado Libre y Soberano de Jalisco

De igual manera, el numeral DÉCIMO TERCERO de los Lineamientos Generales de Transparencia en la rama del
sector  público  de Seguridad  Pública,  que tienen como objetivo  determinar  las  disposiciones específicas  que
deben adoptar los sujetos obligados del Estado de Jalisco, que tengan como competencia brindar este servicio,
emitidos por acuerdo general del Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, el día
27 veintisiete de mayo del año 2015 dos mil quince, publicados en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco” el día
1ro de octubre del mismo año; establece las disposiciones aplicables para el caso de la investigación de los
delitos,  en  el  que  expresamente  señala  que  no  podrá  proporcionarse  información  relacionada  con  alguna
investigación en proceso que no haya concluido y que pudiera perjudicar a personas involucradas y/o familiares
en primer grado. Así pues, el objeto de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de
Jalisco y sus Municipios, reglamentaria de los artículos 6° y 16 párrafo segundo de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, es el de garantizar y hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública y la
protección de los datos personales. De esta forma, al tratarse de investigaciones que no han concluido, esta
Institución se encuentra  obligada a preservar  y proteger  la información pretendida,  ya que este bien jurídico
tutelado supera la voluntariedad para permitir el acceso a dicha información. Dicho numeral dispone lo que a
continuación se invoca:

Lineamientos Generales de Transparencia en la rama del sector público de Seguridad Pública, que tienen como
objetivo determinar las disposiciones específicas que deben adoptar los sujetos obligados del Estado de Jalisco,
que  tengan  como  competencia  brindar  este  servicio:  DÉCIMO  TERCERO.  -De  la  investigación-  No  podrá
proporcionarse información relacionada con alguna investigación en proceso que no haya concluido y que pudiera
perjudicar a personas involucradas y/o familiares en primer grado. Los datos personales, incluyendo las imágenes
de las personas involucradas deberán estar protegidos, hasta que obre la correspondiente resolución definitiva, e
incluso posteriormente ya que debe evitar  el  escarnio  social  de los implicados en alguna investigación, para
preservar en todo momento su honor, así como su derecho al olvido. En aquellos casos que por circunstancias
especiales se hubiera  difundido en medios de comunicación la probable  responsabilidad de una persona en
hechos delictivos o conductas antisociales, deberá especificarse a través de leyendas durante la presentación que
precisamente se trata de “probables responsables” en atención al principio de inocencia que rige el sistema penal
mexicano y  en caso de que  dichas  personas  presentadas  obtengan  una  absolución dentro  de los procesos
sometidos, deberá el sujeto obligado publicitar en la misma forma en que se presentó la detención, que dichas
personas fueron declaradas inocentes por la autoridad competente.

De lo anterior, es preciso destacar que la pretensión del solicitante no es la de obtener información estadística, que
sea general y disociada, sino que su intensión es la de consultar especialmente la documentación que forma parte
de un expediente  en  particular;  de  esta  forma,  la  pretensión del  quejoso  es  contraria  a  la  norma,  trasgrede
derechos procesales de las partes legitimadas en el proceso, y contraviene disposiciones de orden público que
tienen por objeto el respeto de los derechos humanos y garantizar el debido proceso. Por tanto, jurídicamente no
es procedente, toda vez que es considerado una limitante del acceso a la información pública, puesto que nos
encontramos  frente  a  investigaciones  que  aún  no  concluyen.  Por  tanto,  se  insiste  que  actualmente  está  en
investigación e integración.

Lo anterior es así que, al tratarse de investigaciones no concluidas, es procedente la negativa, ya que autorizar la
consulta,  o  de entregar  algún  dato  relevante  en torno a  la  investigación,  es  evidente  que se compromete el
resultado de ésta y ello implica un perjuicio insalvable a las víctimas u ofendidos, en este caso los familiares de los
desaparecidos. Además, que el solicitante no es parte procesal, carece de interés jurídico en la investigación, y
mucho menos, es familiar o representa a alguna de las víctimas o sus familiares.

En este contexto, es preciso señalar que el objeto del acceso a la información pública es de naturaleza diversa a la
pretendida por el solicitante, ya que lo plasmado por el interesado es reconocido como un derecho procesal que le
asiste  a  las  partes  en  el  procedimiento,  y  que  al  efecto  la  norma  procedimental  penal  tutela.  En  tanto,  las
disposiciones Constitucionales y las establecidas en las Leyes reglamentarias a nivel nacional y local, tienen por
objeto precisamente proteger la información que conlleve un riesgo para la sociedad, que atente contra el interés
público, que ponga en riesgo la vida y la integridad física de alguna persona, comprometa la seguridad pública,
ponga en riesgo las investigaciones de delitos,  lesione intereses de terceros o implique un daño irreparable.
Entonces, tenemos leyes preventivas en las que el  legislador tuvo a bien considerar  como excepción aquella
información que encuadre en los supuestos que produzcan un daño, o pongan en riesgo la averiguación de los
delitos, ya que el objeto de estas no son de carácter resarcible. 



Tiene sustento lo anterior en el contenido de la tesis sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, número P. LX/2000, publicada en la página 74 del Tomo XI del Semanario Judicial  de la Federación,
correspondiente al mes de abril del año 2000 dos mil, que a continuación se invoca:

DERECHO  A  LA  INFORMACIÓN.  SU  EJERCICIO  SE  ENCUENTRA  LIMITADO  TANTO  POR  LOS
INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. El
derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es
absoluto, sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan,
fundamentalmente, en la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la
sociedad como a los derechos de los gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura
jurídica del secreto de información que se conoce en la doctrina como "reserva de información" o "secreto
burocrático".  En estas condiciones, al  encontrarse obligado el Estado, como sujeto pasivo de la citada
garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas constitucionales y legales, el mencionado
derecho  no  puede  ser  garantizado  indiscriminadamente,  sino  que  el  respeto  a  su  ejercicio  encuentra
excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se refiera; así, en
cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la información en
esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses nacionales y,
por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con
normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por
lo que respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la
privacidad de los gobernados.

Por lo anterior, a criterio de los integrantes de este Comité de Transparencia, por tratarse de un expediente en
trámite,  es  decir  que  no  han  concluido,  jurídicamente es  razonable  restringir  temporalmente  la  consulta  a  la
documental pretendida, siendo esta copia del informe u oficio de respuesta generado por la Fiscalía General del
Estado de Jalisco, en atención al  requerimiento efectuado por la Secretaria Ejecutiva Adjunta de la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), en la Resolución 20/2018 de fecha 16 dieciséis de marzo de 2018
dos mil dieciocho, que fue notificada al Estado Mexicano con motivo del otorgamiento de la Medida Cautelar No.
201-18, puesto que con ello se estaría haciendo entrega información relevante, sensible y detallada en torno a una
investigación en la que el solicitante no se encuentra LEGITIMADO, es CARENTE DE INTERÉS JURÍDICO y cuyo
conocimiento compromete el resultado de las investigaciones, los avances obtenidos hasta el momento.

Lo anterior se debe a que con la simple consulta de las actuaciones que integran dichas indagatorias, es posible
determinar los indicios de un caso en particular, de esta forma es evidente que el quejoso cuenta con suficiente
información para determinar de quién se trata; por lo cual, es probable de que complemente datos inmersos en la
investigación correspondiente, pudiendo determinar si el o los probables responsables hasta el momento, cuentan
o  no  con  algún  mandamiento  judicial  en  su  contra,  que  haga  posible  la  comparecencia  ante  el  Juez
correspondiente, para efecto de hacer efectiva el ejercicio de la acción penal, la consecuente reparación del daño
a favor de la víctima u ofendidos, o en su caso, provoque la sustracción de la acción de la justicia, ocasionando así
un daño irreparable.

Así pues, el quejoso debe comprender la trascendencia y el impacto que implica consultar una indagatoria en
dicho estado procesal (en trámite, bien sea en etapa de integración, o que esta sido judicializada), esto es verificar
un expediente en investigación y/o un expediente judicial en el cual están de por medio el éxito de los resultados
de la investigación ministerial, así como someter al ejercicio de la acción penal al inculpado/imputado. 

De esta  forma,  como lo  ha interpretado  la  Suprema Corte  de Justicia  de la Nación  (SCJN),  la  Desaparición
Forzada de Personas lleva conexas vulneraciones con las cuales el delito es considerado como permanente o de
naturaleza continua, y en este sentido, nuestro marco jurídico lo considera como imprescriptible. Por tanto, es de
destacar que existen disposiciones de orden público que tienen por objeto proteger la investigación de los delitos,
y  que se procure que  el  culpable  no quede impune.  De  modo que al  permitir  el  acceso y  la consulta a  las
investigaciones en donde se ha solicitado o concedido alguna orden de aprehensión por el delito de Desaparición
Forzada de Personas, es suficiente para obstaculizar acción de la justicia, entorpecer el resultado de esta, sin
descartar la posible sustracción de la acción de la justicia. Como consecuencia, esto hace que el interés público
esté  por  encima  de  la  prerrogativa  de  un  particular,  completamente  ajeno  a  la  investigación,  de  obtener
información que no le atañe.

Tiene sustento lo anterior, el contenido de la tesis 1a. VIII/2012 (10a.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V,
Tomo 1, página 656, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a
continuación se invoca:

INFORMACIÓN RESERVADA. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL
DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). Las fracciones I
y II  del  segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la
vida privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos
o legítimos para establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación
secundaria para el desarrollo de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen
proteger los bienes constitucionales enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así,



en cumplimiento al mandato constitucional, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales la información podrá clasificarse y, con ello,
limitar  el  acceso  de  los  particulares  a  la  misma:  el  de  información  confidencial  y  el  de  información
reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la protección del interés
público,  los  artículos  13  y  14  de  la  ley  establecieron  como criterio  de  clasificación  el  de  información
reservada.  El primero de los artículos citados establece un catálogo genérico de lineamientos bajo los
cuales deberá reservarse la información, lo cual procederá cuando la difusión de la información pueda: 1)
comprometer  la  seguridad  nacional,  la  seguridad  pública  o  la  defensa  nacional;  2)  menoscabar
negociaciones o relaciones internacionales; 3) dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del
país; 4) poner en riesgo la vida, seguridad o salud de alguna persona; o 5) causar perjuicio al cumplimiento
de las leyes, prevención o verificación de delitos, impartición de justicia, recaudación de contribuciones,
control  migratorio  o  a  las  estrategias  procesales  en  procedimientos  jurisdiccionales,  mientras  las
resoluciones no causen estado. Por otro lado, con un enfoque más preciso que descriptivo, el artículo 14
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental contiene un catálogo
ya  no  genérico,  sino  específico,  de  supuestos  en  los  cuales  la  información  también  se  considerará
reservada:  1)  la  que  expresamente  se clasifique como confidencial,  reservada,  comercial  reservada  o
gubernamental  reservada;  2)  secretos  comercial,  industrial,  fiscal,  bancario,  fiduciario  u  otros;  3)
averiguaciones previas; 4) expedientes jurisdiccionales que no hayan causado estado; 5) procedimientos
de  responsabilidad  administrativa  sin  resolución  definitiva;  o  6)  la  que  contenga  opiniones,
recomendaciones o puntos de vista de servidores públicos y que formen parte de un proceso deliberativo
en el cual aún no se hubiese adoptado una decisión definitiva. Como evidencia el listado anterior, la ley
enunció en su artículo 14 supuestos que, si bien pueden clasificarse dentro de los lineamientos genéricos
establecidos en el artículo 13, el legislador quiso destacar de modo que no se presentasen dudas respecto
a la necesidad de considerarlos como información reservada.

Del mismo modo, tiene sustento en el contenido de la tesis 1a. VII/2012 (10a.), de la Primera Sala de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época,
Libro V, Tomo 1, página 655, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional,
que a continuación se invoca:

INFORMACIÓN  CONFIDENCIAL.  LÍMITE  AL  DERECHO  DE  ACCESO  A  LA  INFORMACIÓN  (LEY
FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). Las
fracciones I y II  del  segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés
público  y  de  la  vida  privada  y  los  datos  personales.  Dichas  fracciones  sólo  enuncian  los  fines
constitucionalmente válidos o legítimos para establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas
remiten a la legislación secundaria para el desarrollo de los supuestos específicos en que procedan las
excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales enunciados como límites al  derecho de
acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la  Información Pública Gubernamental  establece dos criterios bajo  los  cuales la información
podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información confidencial
y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la vida
privada y  los  datos personales,  el  artículo  18 de la ley  estableció  como criterio  de clasificación el  de
información confidencial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que
requieran el consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo anterior
también  tiene  un  sustento  constitucional  en  lo  dispuesto  en  el  segundo  párrafo  del  artículo  16
constitucional, el cual reconoce que el derecho a la protección de datos personales -así como al acceso,
rectificación  y  cancelación  de  los  mismos-  debe  ser  tutelado  por  regla  general,  salvo  los  casos
excepcionales que se prevean en la legislación secundaria; así como en la fracción V, del apartado C, del
artículo 20 constitucional, que protege la identidad y datos personales de las víctimas y ofendidos que sean
parte en procedimientos penales. Así pues, existe un derecho de acceso a la información pública que rige
como regla general, aunque limitado, en forma también genérica, por el derecho a la protección de datos
personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas las personas independientemente del interés que
pudieren tener- a los datos personales distintos a los del propio solicitante de información sólo procede en
ciertos supuestos,  reconocidos expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información
confidencial  puede dar lugar  a la clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o
pasajes del mismo, pues puede darse el caso de un documento público que sólo en una sección contenga
datos confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley, la restricción de
acceso a la información confidencial  no es absoluta,  pues puede permitirse  su difusión,  distribución o
comercialización  si  se  obtiene  el  consentimiento  expreso  de  la  persona  a  que  haga  referencia  la
información.

En este panorama, es preciso dejar en claro que el derecho humano de acceso a la información pública no es
absoluto, y como toda prerrogativa tiene sus limitantes. Tan cierto es que el mismo numeral 6° de la Constitución
Política  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  en  su  apartado  A,  precisa  que  en  principio  toda  información  en
posesión de  cualquier autoridad,  entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial,
órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral
o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el  ámbito federal,  estatal  y
municipal,  es  pública  y  sólo  podrá  ser  reservada  temporalmente  por  razones  de  interés  público  y  seguridad
nacional, en los términos que fijen las leyes. Al efecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la



Nación expresó en la tesis 2a. XLIII/2008 publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo
XXVII, página 733 correspondiente al mes de abril  del año 2008 dos mil ocho, que el hecho de que las leyes
secundarias restrinjan temporalmente el acceso a la información pública, no constituye una violación al derecho
fundamental consagrado en el artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior
de acuerdo con lo que a continuación se invoca:

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL ARTÍCULO 14,
FRACCIÓN  I,  DE  LA  LEY  FEDERAL  RELATIVA,  NO  VIOLA  LA  GARANTÍA  DE  ACCESO  A  LA
INFORMACIÓN. El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. LX/2000
de rubro: "DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR
LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS.",
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, abril de 2000,
página 74, estableció que el ejercicio del derecho a la información no es irrestricto, sino que tiene límites
que se sustentan en la protección de la seguridad nacional y en el respeto a los intereses de la sociedad y
a los derechos de los gobernados, en atención a la materia de que se trate. En ese sentido, el citado
precepto, al remitir a diversas normas ordinarias que establezcan restricciones a la información, no viola la
garantía de acceso a la información contenida en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, porque es jurídicamente adecuado que en las leyes reguladoras de cada materia, el
legislador federal o local establezca las restricciones correspondientes y clasifique a determinados datos
como confidenciales o reservados, con la condición de que tales límites atiendan a intereses públicos o de
los particulares y encuentren justificación racional en función del bien jurídico a proteger,  es decir, que
exista proporcionalidad y congruencia entre el derecho fundamental de que se trata y la razón que motive
la  restricción  legislativa  correspondiente,  la  cual  debe  ser  adecuada  y  necesaria  para  alcanzar  el  fin
perseguido, de manera que las ventajas obtenidas con la reserva compensen el sacrificio que ésta implique
para los titulares de la garantía individual mencionada o para la sociedad en general.

Ahora bien, es necesario puntualizar que, tratándose de asuntos ya concluidos, indiscutiblemente es permisible la
consulta y/o la reproducción a los documentos que formen parte de las investigaciones, con las formalidades y las
excepciones por el principio de Máxima Publicidad como ya lo ha determinado este Comité de Transparencia en
diversas ocasiones; sin embargo, esta Fiscalía General del Estado de Jalisco se encuentra jurídicamente impedida
para proporcionar copia del informe u oficio de respuesta generado por la Fiscalía General del Estado de Jalisco,
en atención al  requerimiento  efectuado por  la Secretaria  Ejecutiva Adjunta de la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos (CIDH), en la Resolución 20/2018 de fecha 16 dieciséis de marzo de 2018 dos mil dieciocho,
que fue notificada al Estado Mexicano con motivo del otorgamiento de la Medida Cautelar No. 201-18. Lo anterior,
deviene de la imposición de reservar los actos de investigación documentados, de conformidad con lo establecido
en el artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, que a la letra dispone lo siguiente: Artículo 218.
Reserva  de  los  actos  de  investigación.  Los  registros  de  la  investigación,  así  como  todos  los  documentos,
independientemente de su contenido o naturaleza, los objetos, los registros de voz e imágenes o cosas que le
estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente las partes, podrán tener acceso a los
mismos, con las limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones aplicables. La víctima u ofendido
y su Asesor Jurídico podrán tener acceso a los registros de la investigación en cualquier momento. El imputado y
su  defensor  podrán  tener  acceso  a  ellos  cuando  se  encuentre  detenido,  sea  citado  para  comparecer  como
imputado o sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista, a partir de este momento ya no
podrán mantenerse en reserva los registros para el imputado o su Defensor a fin de no afectar su derecho de
defensa. Para los efectos de este párrafo, se entenderá como acto de molestia lo dispuesto en el artículo 266 de
este Código.  En ningún  caso la reserva de los registros podrá  hacerse valer  en perjuicio  del  imputado y su
Defensor,  una vez dictado el  auto de vinculación a proceso,  salvo lo previsto en este Código o en las leyes
especiales.  Para efectos de acceso a la información pública gubernamental,  el  Ministerio  Público únicamente
deberá  proporcionar  una  versión  pública  de  las  determinaciones  de  no  ejercicio  de  la  acción  penal,  archivo
temporal  o  de  aplicación  de  un  criterio  de  oportunidad,  siempre  que  haya  transcurrido  un  plazo  igual  al  de
prescripción de los delitos de que se trate, de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o estatal
correspondiente, sin que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha
determinación haya quedado firme. Artículo reformado DOF 17-06-2016

Al efecto, sirva robustecer lo anterior  con el contenido de la Tesis número I.4o.A.40 A (10a.),  Décima Época,
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3, página
1899, que a continuación se invoca:

ACCESO  A  LA  INFORMACIÓN.  IMPLICACIÓN  DEL  PRINCIPIO  DE  MÁXIMA  PUBLICIDAD  EN  EL
DERECHO FUNDAMENTAL RELATIVO. Del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está constreñido a publicitar sus actos, pues se reconoce el
derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la información que obra en poder de la autoridad, que
como lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P./J. 54/2008,
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio de
2008,  página 743,  de rubro:  "ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTÍAS
INDIVIDUAL Y SOCIAL.", contiene una doble dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple
con la función de maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de
expresión en un contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo,
brinda un derecho colectivo o social que tiende a revelar el empleo instrumental de la información no sólo
como factor de autorrealización personal, sino como un mecanismo de control institucional, pues se trata



de  un  derecho  fundado  en una  de  las  características  principales  del  gobierno  republicano,  que  es  la
publicidad de los actos de gobierno y la transparencia en el  actuar de la administración, conducente y
necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el principio de máxima publicidad incorporado en el texto
constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un manejo de la información bajo la premisa inicial
que toda ella es pública y  sólo  por  excepción,  en los casos expresamente previstos en la legislación
secundaria  y  justificados  bajo  determinadas  circunstancias,  se  podrá  clasificar  como  confidencial  o
reservada, esto es, considerarla con una calidad diversa. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Derivado de lo anterior, es preciso establecer que el numeral 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, refiere que la seguridad pública es una función a cargo de la federación, las entidades federativas y los
municipios, que comprende la prevención de los delitos; la investigación y persecución para hacerla efectiva, así
como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que
esta Constitución señala. Dicho numeral señala que la actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá
por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos
reconocidos en esta Constitución. Del mismo modo, la Constitución Política del Estado de Jalisco establece las
mismas  disposiciones  en  sus  numerales  4°,  9°,  15  y  53;  y  la  misma  Ley  de  Transparencia  y  Acceso  a  la
Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios (que es el ordenamiento legal reglamentario de estas),
señala que es información Reservada aquella  que con su difusión se comprometa la seguridad pública en la
entidad, así como la seguridad e integridad física de quienes laboran en estas áreas; de igual manera, aquella que
cause un perjuicio grave en las actividades de prevención y persecución de los delitos. Remítase al numeral 17
punto 1 fracción I incisos a), c) y f). Así mismo, la fracción II del aludido precepto, contempla las Carpetas de
Investigación como información de acceso restringido. Situación la anterior que constituye la hipótesis que refieren
dichas disposiciones legales en las cuales se sustenta este Comité de Transparencia para determinar que no es
procedente su consulta.

No es óbice lo anterior para invocar el criterio expresado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, en la tesis 1a. CLIV/2013 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro
XX, mayo de 2013, Tomo 1, página 559; en la cual consideró que la publicación de información sobre la vida
privada de personas sólo estará amparada por la libertad de información cuando el periodista, actuando de ese
margen de apreciación, establezca una conexión patente entre la información divulgada y un tema de interés
público y exista proporcionalidad entre la invasión a la intimidad producida por la divulgación de la información y el
interés público de dicha información. Lo anterior de acuerdo con lo que a continuación se transcribe:

LIBERTAD  DE  EXPRESIÓN.  MARGEN  DE  APRECIACIÓN  DE  LOS  PERIODISTAS  EN  LA
DETERMINACIÓN DEL INTERÉS PÚBLICO DE LA INFORMACIÓN SOBRE LA VIDA PRIVADA DE LAS
PERSONAS.Los medios de comunicación deben poder decidir con criterios periodísticos la manera en la
que  presentan una información o  cubren  una noticia  y  contar  con un margen de apreciación que les
permita, entre otras cosas, evaluar si la divulgación de información sobre la vida privada de una persona
está justificada al estar en conexión evidente con un tema de interés público. No corresponde a los jueces
en general, ni a esta Suprema Corte en particular, llevar a cabo el escrutinio de la prensa al punto de
establecer en casos concretos si una determinada pieza de información es conveniente, indispensable o
necesaria  para  ciertos  fines.  Los  tribunales  no  deben  erigirse  en  editores  y  decidir  sobre  aspectos
netamente periodísticos, como lo sería la cuestión de si ciertos detalles de una historia son necesarios o si
la información pudo trasladarse a la opinión pública de una manera menos sensacionalista, en virtud de
que  permitir  a  los  tribunales  un  escrutinio  muy  estricto  o  intenso  de  estas  decisiones  supondría  la
implementación  de  una  restricción  indirecta  a  la  libertad  de  expresión.  No  obstante,  tampoco  puede
aceptarse que los medios de comunicación se inmiscuyan indiscriminadamente en la vida privada de las
personas so pretexto de realizar  un trabajo periodístico.  De acuerdo con lo anterior,  la publicación de
información verdadera  sobre  la vida privada de una  persona sólo  estará  amparada  por  la  libertad de
información cuando el periodista, actuando dentro de ese margen de apreciación, establezca una conexión
patente entre la información divulgada y un tema de interés público y exista proporcionalidad entre la
invasión  a  la  intimidad  producida  por  la  divulgación  de  la  información  y  el  interés  público  de  dicha
información. Dicha solución constituye una posición deferente con el trabajo de periodistas y editores que
tiene como finalidad evitar una excesiva interferencia en el ejercicio de la libertad de expresión mientras se
protege la vida privada de las personas de intromisiones innecesarias.

De lo anterior, es claro que la pretensión del solicitante es la de interferir  en asuntos donde se ven afectadas
terceras personas, no la sociedad en general; sobremanera, la Ley especial en la materia restringe el acceso a la
información pública que, como ya se mencionó anteriormente, conlleva un riesgo en la integridad física y la vida de
terceras  personas.  Lo cual,  es evidente que con la  consulta y  el  acceso de terceros a una investigación no
concluida,  se  pone  en  riesgo  el  éxito  de  esta,  y  con  ello,  una  afectación  colateral  a  los  familiares  de  los
desaparecidos.  En  tanto,  el  bien  jurídico  tutelado  está  por  encima  del  interés  de  un  particular  en  consultar
expedientes bajo una percepción errónea de que se trata de un tema que deba ser expuesto y autorizado para
consulta de terceras personas.   

Dada la situación, es importante destacar uno de los limitantes del acceso a la información pública es el concer -
niente a que con el mismo no se lesionen intereses de terceros, ni se produzcan afectaciones especialmente en la
investigación de conductas delictivas. Por lo tanto, a consideración de los integrantes del Comité de Transparen-



cia, dicha información es susceptible de clasificación como Reservada, de acuerdo con lo que establecen los si-
guientes preceptos legales:

LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MU-
NICIPIOS: Artículo 17. Información reservada- Catálogo 1. Es información reservada: I. Aquella información públi-
ca, cuya difusión: a) Comprometa la seguridad del Estado o del municipio, la seguridad pública estatal o munici-
pal, o la seguridad e integridad de quienes laboran o hubieren laborado en estas áreas, con excepción de las re-
muneraciones de dichos servidores públicos; b) Dañe la estabilidad financiera o económica del Estado o de los
municipios; c) Ponga en riesgo la vida, seguridad o salud de cualquier persona; d) Cause perjuicio grave a las ac -
tividades de verificación, inspección y auditoría, relativas al cumplimiento de las leyes y reglamentos; e) Cause
perjuicio grave a la recaudación de las contribuciones; f) Cause perjuicio grave a las actividades de prevención y
persecución de los delitos, o de impartición de la justicia; o g) Cause perjuicio grave a las estrategias procesales
en procesos judiciales o procedimientos administrativos cuyas resoluciones no hayan causado estado; II. Las car-
petas de investigación, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o delitos de lesa hu -
manidad, o se trate de información relacionada con actos de corrupción de acuerdo con las leyes aplicables.

LINEAMIENTOS  GENERALES  EN  MATERIA  DE  CLASIFICACIÓN  DE  INFORMACIÓN  PÚBLICA,  QUE
DEBERÁN OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS PREVISTOS EN LA LEY DE INFORMACIÓN PÚBLICA
DEL ESTADO DE JALISCO  Y SUS MUNICIPIOS. PRIMERO.- Los presentes Lineamientos tienen por objeto
establecer los rasgos característicos que deberán reunir los criterios generales en materia de clasificación de
información pública que emitan  los sujetos obligados, que serán la base de la clasificación o desclasificación de
la información en forma particular, así como de las versiones públicas que en su caso se generan cuando los
documentos contengan partes o secciones reservadas y/o confidenciales. Lo anterior, sin perjuicio de que en el
ejercicio  de  sus  atribuciones,  el  Instituto  de  Transparencia  e  Información  Pública  de  Jalisco,  revise  que  la
clasificación de la información realizada por los sujetos obligados, se apegue de manera estricta a los supuestos
previstos por la Ley de la materia,  los presentes Lineamientos, los criterios generales en su caso, y a otros
ordenamientos legales que sean aplicables.  QUINTO.- De conformidad con el artículo 4 fracción VI, de la Ley,
pueden ser objeto de clasificación, todos los expedientes, reportes, estudios, actas, dictámenes, resoluciones,
oficios,  correspondencia,  acuerdos,  directivas,  directrices,  circulares,  contratos,  convenios,  instructivos,  datos,
notas,  memorandos,  estadísticas,  instrumentos de medición o bien, cualquier  otro registro que documente el
ejercicio de las facultades o la actividad de los sujetos obligados y sus servidores públicos, sin importar su fuente
o fecha de elaboración, así como aquellos señalados por la Ley que regula la Administración de Documentos
Públicos e Históricos del Estado de Jalisco. Además, del soporte material en que se encuentre, comprendiendo
escritos, fotografías, grabaciones, soporte magnético, digital, sonoro, visual, electrónico, informático, holográfico o
en cualquier elemento técnico existente o que se cree con posterioridad. NOVENO.- Para clasificar información
como reservada y/o confidencial, los miembros del Comité de Clasificación deberán atender a lo dispuesto por los
capítulos II y III de la Ley, así como por los presentes Lineamientos, los Criterios Generales en las materias que
obliga la ley, y las demás disposiciones legales o reglamentarias aplicables. VIGESIMO SEXTO.- Para el caso de
lo previsto en estos Lineamientos, se considerará información reservada la prevista por el artículo 17 de la Ley y
demás disposiciones legales, de las que se desprenda la existencia de alguna reserva de información, así como
toda información pública protegida, relativa a la función pública, que por disposición legal temporalmente queda
prohibido  su  manejo,  distribución,  publicación  y  difusión  generales,  con  excepción  de  las  autoridades
competentes que, de conformidad con la Ley tengan acceso a ella.  TRIGÉSIMO.- Para clasificar información
como reservada, se tomarán en cuenta, además de la Ley, el  Reglamento,  los presentes lineamientos y los
criterios generales que cada sujeto obligado emita, las circunstancias de tiempo, modo y lugar relacionadas con la
información. TRIGÉSIMO PRIMERO.- La información se clasificará como reservada en términos de la fracción I,
inciso a) del artículo 17 de la Ley, cuando se comprometa la seguridad del Estado o del Municipio, la seguridad
pública estatal o municipal, o la seguridad e integridad de quienes laboran o hubieren laborado en estas áreas,
con excepción de las remuneraciones de dichos servidores públicos; de ahí que pueda considerarse entre otras
causas de posible determinación a través de los criterios generales, que: Se compromete la seguridad del Estado
o de los Municipios,  cuando la difusión o revelación de la información pueda:a) Afectar,  poner  en riesgo, se
impida, menoscaba o dificultan las acciones para conservar y defender la extensión territorial y límites territoriales
del  Estado  o  los  Municipios;  b)  Cuando  se  pone  en  riesgo  las  disposiciones,  medidas  y  acciones  de  las
autoridades estatales y municipales en sus respectivos ámbitos de competencia,  para proteger  la vida de la
población,  sus  bienes,  servicios estratégicos y  la  planta  productiva,  frente  a  la  eventualidad de un desastre
provocado por agentes naturales o humanos a través de la prevención, el auxilio, la recuperación y el apoyo a la
población. TRIGÉSIMO TERCERO.- La información se clasificará como reservada cuando se ponga en riesgo la
vida, seguridad o salud de cualquier persona, en términos de la fracción I, inciso c) del artículo 17 de la Ley,
cuando: I. Con su difusión se ponga en peligro la vida, la seguridad, el patrimonio de las personas y su familia o
impida la capacidad de las autoridades para preservarlos y resguardarlos, así como para combatir las acciones de
la  delincuencia  organizada.  II.  Su difusión  obstaculice  o  bloquee  acciones  tendientes  a  prevenir  o  combatir
epidemias de carácter grave o peligroso de invasión de enfermedades exóticas en el Estado, y; III. Su difusión
impida, obstaculice, bloquee, dificulte, menoscabe las políticas, programas y acciones relativas a la promoción,
fomento y protección de la salud pública del Estado y sus Municipios. TRIGÉSIMO SEXTO.- La información se
clasificara como reservada en los  términos de la fracción I, inciso f) del artículo 17 de la Ley, siempre que la
difusión de la información cause perjuicio a las actividades de prevención y persecución de los delitos, o de
impartición de justicia y ponga en peligro el orden y la paz pública. Se pone en peligro la paz y el orden público
cuando la difusión de la información pueda: Menoscabar la capacidad de las autoridades de seguridad pública
para preservar y resguardar la vida o la salud de las personas; Dañar o dificultar las estrategias para combatir las
acciones delictivas; Entorpecer os sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública,



procuración e impartición de justicia. Arruinar o dificultar las estrategias de reclusión y seguridad penitenciaria;
Afectar o limitar la capacidad de as autoridades para evitar la comisión de delitos; Perjudicar o limitar la capacidad
de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios sociales que pudieran desembocar en bloqueo de
vías de comunicación manifestaciones violentas. De igual forma la información que corresponda a servidores
públicos que laboren o hayan laborado en áreas estratégicas como seguridad pública, procuración e impartición
de justicia o servicios de información, cuyo conocimiento general pudiera poner en peligro su integridad física de
alguna  persona  o  servidor  público,  de  manera  enunciativa  más  no  limitativa,  los  siguientes  supuestos:  Se
considera que ponen en riesgo la integridad física del  servidor  público que desempeñe funciones en alguna
dependencia  de seguridad pública, procuración e impartición de justicia.  La prevista en la Ley de Seguridad
Pública para el Estado de Jalisco. No se considera información reservada, los expedientes de responsabilidad
administrativa concluidos, información estadística, debiendo omitir los datos de carácter personal que obren en
los  mismos y  toda aquella  información cuya revelación no ponga  en peligro  la  integridad  física del  servidor
público. CUADRAGÉSIMO OCTAVO.- Para el caso de lo previsto en estos Lineamientos, se considerará como
información confidencial, además de lo establecido en el artículo 21 de la Ley, la Información Pública protegida,
intransferible  e  indelegable,  relativa a  los particulares,  que por  disposición legal  queda  prohibido su acceso,
distribución,  comercialización,  publicación  y  difusión  generales  de  forma permanente,  con  excepción  de  las
autoridades competentes que, conforme a la Ley tengan acceso a ella, y de os particulares de dicha información.
QUINCUAGÉSIMO.- El  nombre de las personas será considerado como información confidencial,  cuando su
revelación pudiera lesionar derechos, intereses o en su caso, la integridad de la persona de cuyo titular se trate o
bien, cuando se encuentre ligado a información reservada y/o confidencial, debiendo el Comité de Clasificación
fundar y motivar el acuerdo que le otorgue dicho carácter. En los casos en que no se presenten los supuestos
antes  mencionados,  se  deriven  de  listas,  libros  de  registro  de  Gobierno  u  otros  similares,  el  nombre  será
información de Libre Acceso. QUINCUAGÉSIMO TERCERO.- Los datos personales que obren en el registro o
base de datos de los sujetos obligados, no podrán difundirse de tal forma que permitan la identificación de las
personas.

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (REFORMADA): Artículo 110.
Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General, como información reservada podrá clasificarse
aquella cuya publicación: I. Comprometa la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional y cuen-
te con un propósito genuino y un efecto demostrable; II. Pueda menoscabar la conducción de las negociaciones y
relaciones internacionales; II.  Se entregue al Estado mexicano expresamente con ese carácter o el de confiden-
cial por otro u otros sujetos de derecho internacional, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos
humanos o delitos de lesa humanidad de conformidad con el derecho internacional; IV. Pueda afectar la efectivi-
dad de las medidas adoptadas en relación con las políticas en materia monetaria, cambiaria o del sistema finan-
ciero del país; pueda poner en riesgo la estabilidad de las instituciones financieras susceptibles de ser considera -
das de riesgo sistémico o del sistema financiero del país, pueda comprometer la seguridad en la provisión de mo -
neda nacional al país, o pueda incrementar el costo de operaciones financieras que realicen los sujetos obligados
del sector público federal; V. Pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona física; VI. Obstruya
las actividades de verificación, inspección y auditoría relativas al cumplimiento de las leyes o afecte la recauda-
ción de contribuciones; VII. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; VIII. La que contenga las opinio-
nes, recomendaciones o puntos de vista que formen parte del proceso deliberativo de los Servidores Públicos,
hasta en tanto no sea adoptada la decisión definitiva, la cual deberá estar documentada; IX Obstruya los procedi-
mientos para fincar responsabilidad a los Servidores Públicos, en tanto no se haya dictado la resolución adminis-
trativa; X. Afecte los derechos del debido proceso; XI.  Vulnere la conducción de los Expedientes judiciales o de
los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, en tanto no hayan causado estado;  XII.  Se en-
cuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y se tramiten ante el Mi-
nisterio Público, y XIII. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes
con las bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley General y esta Ley y no las contravengan; así
como las previstas en tratados internacionales.

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMA-
CIÓN (Publicados el día 15 quince de abril del año 2016 dos mil dieciséis en el Diario Oficial de la Federación,
emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pú-
blica y Protección de Datos Personales): Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de con-
formidad con el artículo 113, fracción V de la Ley General, será necesario acreditar un vínculo, entre la persona fí -
sica y la información que pueda poner en riesgo su vida, seguridad o salud. Vigésimo sexto. De conformidad con
el artículo 113, fracción VII de la Ley General, podrá considerarse como información reservada, aquella que obs-
truya la prevención de delitos al obstaculizar las acciones implementadas por las autoridades para evitar su comi-
sión, o menoscabar o limitar la capacidad de las autoridades para evitar la comisión de delitos. Para que se verifi -
que el supuesto de reserva, cuando se cause un perjuicio a las actividades de persecución de los delitos, deben
de actualizarse los siguientes elementos: I. La existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de
investigación en trámite; II. Que se acredite el vínculo que existe entre la información solicitada y la carpeta de in-
vestigación, o el proceso penal, según sea el caso, y III. Que la difusión de la información pueda impedir u obstruir
las funciones que ejerce el Ministerio Público o su equivalente durante la etapa de investigación o ante los tribuna-
les judiciales con motivo del ejercicio de la acción penal.  Vigésimo noveno. De conformidad con el artículo 113,
fracción X de la Ley General, podrá considerarse como información reservada, aquella que de divulgarse afecte el
debido proceso al actualizarse los siguientes elementos: I. La existencia de un procedimiento judicial, administrati-
vo o arbitral en trámite; II. Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento; III. Que la información no sea
conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en el proceso, y IV. Que con su divulgación se
afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantías del debido proceso. Trigésimo primero. De confor-



midad con el artículo 113, fracción XII de la Ley General, podrá considerarse como información reservada, aquella
que forme parte de las averiguaciones previas o carpetas de investigación que resulte de la etapa de investiga-
ción, durante la cual, de conformidad con la normativa en materia penal, el Ministerio Público o su equivalente re-
úne indicios para el esclarecimiento de los hechos y, en su caso, los datos de prueba para sustentar el ejercicio o
no de la acción penal, la acusación contra el imputado y la reparación del daño. Trigésimo segundo. De conformi-
dad con el artículo 113, fracción XIII de la Ley General, podrá considerarse como información reservada, aquella
que por disposición expresa de una ley o de un Tratado Internacional del que el Estado mexicano sea parte, le
otorgue tal carácter siempre que no se contravenga lo establecido en la Ley General.

Del mismo modo, este Comité de Transparencia considera que le deviene el criterio para considerarla como de
carácter Confidencial, de acuerdo con el contenido del numeral DÉCIMO QUINTO de los Lineamientos Generales
en materia de Protección de Información Confidencial y Reservada, que refiere que es información Confidencial la
establecida en los artículos 4° punto 1 fracciones IV y V, 20 y 21 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Infor -
mación Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios; entre los cuales destaca que se considera con tal carácter
aquella que contenga datos personales, entendiéndose por esta cualquier información concerniente a una perso-
na física identificada o identificable, considerando que una persona es identificable cuando su identidad pueda de-
terminarse directa o indirectamente a través de cualquier información. En esta vertiente, es claro que la individua-
lización de las partes en la Carpeta de Investigación pretendida se encuentra debidamente precisada, puesto que
son indispensables para la sustanciación del procedimiento. Por tanto, en todas ellas se encuentra plenamente
identificada la víctima, sus familiares o personas cercanas a ellos que han quedado debidamente asentados en
actuaciones, así como el o los indiciados responsables del delito, sin descartar a los testigos y demás personal
que ha tenido participación en las indagatorias.

Dicho lo anterior,  la ley especial en la materia alude que se considera como información pública confidencial,
aquella que debe ser protegida, indelegable e intransferible, relativa a los particulares que por disposición legal
queda prohibido su acceso, distribución, comercialización, publicación y difusión generales de forma permanente,
con excepción de las autoridades competentes que, conforme a esta ley o legislación estatal en materia de pro-
tección de datos personales en posesión de sujetos obligados, tengan acceso a ella, y de los particulares titulares
de dicha información.

Así pues, reforzando lo anteriormente señalado, este Comité de Transparencia considera pertinente invocar el
contenido de lo establecido en los siguientes numerales:

SE DA LECTURA A LOS SIGUIENTES ARTÍCULOS: 

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS:
Artículo 1o. 
Artículo 6o. 
Artículo 20. 
Artículo 21. 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE JALISCO:

…
Artículo 4º.- 
Artículo 7°. 
Artículo 8°. 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES:
Artículo 1o. 
Artículo 2o. 
Artículo 15. 
Artículo 105. 
Artículo 108. 
Artículo 109. 
Artículo 112. 
Artículo 113. 
Artículo 211. 
Artículo 212. 
Artículo 213. 
Artículo 217. 
Artículo 218. 
Artículo 219. 
Artículo 220. 

Así pues, del análisis lógico jurídico, y de la interpretación sistemática de los preceptos transcritos en el cuerpo
del presente instrumento, este Comité de Transparencia arriba a la conclusión para determinar que permitir el ac-
ceso, la consulta y/o la reproducción del informe u oficio de respuesta generado por la Fiscalía General del Estado
de Jalisco, en atención al requerimiento efectuado por la Secretaria Ejecutiva Adjunta de la Comisión Interameri -
cana de Derechos Humanos (CIDH), en la Resolución 20/2018 de fecha 16 dieciséis de marzo de 2018 dos mil



dieciocho, que fue notificada al Estado Mexicano con motivo del otorgamiento de la Medida Cautelar No. 201-18,
produce los siguientes DAÑOS:

DAÑO ESPECÍFICO: 
El daño que produce permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información pretendida, se hace con-
sistir principalmente en el incumplimiento y la inobservancia de obligaciones a las que debe sujetarse esta institu-
ción en materia de información pública, así como en la violación a los principios y bases que debe aplicar en el
ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información pública, relativos a la protección de información re -
servada y confidencial, contraviniendo el objeto principal en la materia. De la misma forma, se trasgrediría el debi -
do proceso y con ello se estarían violentando derechos procesales consagrados a favor de las partes legitimadas
en el proceso, especialmente el de las víctimas, sus familiares directos, así como el de los indiciados; principal-
mente los establecidos en los artículos 1°, 6° apartado A, 20 apartados B y C y 21 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 4°, 7° y 8° de la Constitución Política para el Estado de Jalisco; 1°, 2°, 15, 105,
109, 113, 212, 213, 217, 218, 219, 220, 311 y demás relativos y aplicables del Código Nacional de Procedimien-
tos Penales (aplicable al nuevo sistema de justicia penal). 

DAÑO PRESENTE: 
Tomando en consideración que la información pretendida forma parte de los registros que conforman una Carpeta
de Investigación que se encuentra siendo tramitada, actualmente en integración, es importante  precisar que el
daño que produciría la consulta de dicha documentación además del incumplimiento, inobservancia y trasgresión
a las disposiciones legales precisadas en el párrafo que antecede, se hace consistir en la obstaculización y entor -
pecimiento de la investigación, ya que se estaría haciendo entrega información relevante, sensible y detallada en
torno a una investigación en la que el solicitante no se encuentra LEGITIMADO, es CARENTE DE INTERÉS JU-
RÍDICO y cuyo conocimiento comprometería el resultado de las investigaciones, los avances obtenidos hasta el
momento. Por tanto, dado el estado procesal en que se encuentran, esto es en etapa de obtención de evidencia
para, en el momento procesal oportuno, ejercitar la correspondiente acción penal, con el objeto de que se repare
el daño a las víctimas u ofendidos. 

De esta forma, es evidente que, de proporcionar algún pormenor en torno a estas diligencias se propicie la obs -
trucción o se afecte la investigación, a tal grado que no permita el debido esclarecimiento, retrasando y/o mer-
mando eficiencia y eficacia en las actividades de esta Institución. Por tanto, su revelación ocasionaría un daño
irreparable y la consecuente ineludible responsabilidad para esta Fiscalía General del Estado de Jalisco, al tras-
gredir disposiciones de carácter obligatorio para proteger y resguardar información que debe mantenerse en re-
serva y cuya protección es obligatoria por tratarse de información confidencial. 

Lo cual encuentra sustento en la hipótesis normativa prevista en el artículo 17 punto 1 fracciones I incisos a), c) y
f) y II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, robus-
tecida con el TRIGÉSIMO SEXTO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación de Información Pú-
blica, señalados anteriormente.

DAÑO PROBABLE: 
Adicionalmente, de dar a conocer detalles respecto de la situación actual de la Carpeta de Investigación pretendi -
da, donde se encuentra inmerso el documento requerido, siendo este uno de los registros que la conforma, este
Comité de Transparencia estima que se produce un riesgo inminente en perjuicio de las víctimas y los ofendidos,
que pudiese repercutir en su integridad física y su vida, o en las personas cercanas a estos. Lo anterior, en virtud
de que se estaría haciendo entrega de información a quienes la ley no les concede derecho alguno, y ello entor-
pecería los objetivos que debe alcanzar esta Institución procuradora de justicia, a través de sus Fiscalías corres-
pondientes. De esta forma, como en toda investigación, es de suma importancia el esclarecimiento de los hechos,
ya que constituyen una conducta antijurídica de la cual se deben reunir suficientes elementos para judicializar y,
de materializarse la Desaparición Forzada de Personas, de acuerdo con lo establecido en el artículo 154-A del
Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Jalisco, esta autoridad procuradora de justicia, junto con la au-
toridad jurisdiccional, administradora de la justicia, puedan garantizar la reparación del daño y la imposición de pe-
nas que corresponda.

En este contexto, no se descarta que, con la simple consulta de la documentación pretendida, obtenga un panora -
ma detallado respecto de la Carpeta de Investigación; de esta forma, pueda individualizar a alguna de las partes,
haciendo posible la identificación de los familiares de las víctimas y/o pueda obtener información que refleje situa-
ciones conexas a la individualización de estas, inclusive, se imponga de quién o quiénes han participado en la in-
vestigación. Lo cual encuentra amparo en la hipótesis normativa prevista en el artículo 17 punto 1 fracción I inciso
c) de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, robuste-
cida con el TRIGÉSIMO TERCERO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación de Información
Pública, señalados anteriormente.

Por otra parte, el riesgo que produciría permitir la consulta, entrega y/o difusión de la información pretendida, se
materializa con el simple conocimiento por parte de terceras personas, respecto de las documentales que obran
en la indagatoria relacionadas con la información pretendida, con las cuales, apoyándose de circunstancias de
tiempo, modo y lugar, es posible determinar de quién se trata (actor o partícipe), y con ello se permita la identifica-
ción del probable o probables responsables; con lo cual no se descarta que se difunda dicha información al incul -
pado/imputado valiéndose de la consulta de dicha información, obteniendo información relevante para hacerse sa-
bedores si se cuenta o no con alguna orden de aprehensión en su contra, bien sea solicitada o pendiente de cum-



plimentar. Lo cual, consecuentemente tendría un efecto negativo para eludir la acción de la justicia, sustrayéndo-
se para no comparecer a juicio, ocasionando un daño irreparable a la víctima u ofendido, a las labores de esta
Institución, así como a la sociedad en general. 

Cabe precisar que, de acuerdo con información difundida en diversos medios de comunicación, se tiene indicios
que, por las características en que fueron cometidos dichos delitos, intervienen integrantes del crimen organizado;
lo cual agrava la situación. Inclusive, permite la identificación del personal de esta Institución que labora en las
Agencias  del  Ministerio  Público  que  tienen  a  su  cargo  la  investigación  y  persecución  del  delito;  lo  cual  se
encuentra robustecido, en el  numeral 17 punto 1 fracción I inciso a) de la de la Ley de Transparencia y Acceso a
la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, correlacionado con el similar TRIGÉSIMO SEXTO
de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación de Información Pública, señalados anteriormente.

EN USO  DE  LA  VOZ  EL  TITULAR DEL ÓRGANO  DE CONTROL  INTERNO,  COMO  INTEGRANTE  DEL
COMITÉ SEÑALA:
Gracias  Secretario,  tomando en cuenta  lo  anteriormente  expuesto,  someto a  consideración  para  la  votación
correspondiente las siguientes conclusiones:

PRIMERO.-  Que es  procedente  clasificar  como información Reservada  y  Confidencial la  información relativa  a:
informe u oficio de respuesta generado por la Fiscalía General del Estado de Jalisco, en atención al requerimiento
efectuado por la Secretaria Ejecutiva Adjunta de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), en la
Resolución 20/2018 de fecha 16 dieciséis de marzo de 2018 dos mil dieciocho, que fue notificada al Estado Mexicano
con motivo del otorgamiento de la Medida Cautelar No. 201-18, ya que dicha consulta obstruye las labores propias de
esta  Institución,  y  colma  los  requisitos  de  restricción  señalados  anteriormente.  Por  tanto,  queda  estrictamente
prohibida su  difusión, publicación, reproducción y/o acceso a persona alguna,  con excepción de las autoridades
competentes que, en el ejercicio de sus obligaciones y atribuciones deban o puedan tener acceso a la misma, siempre
y cuando se funde, motive y/o justifique dicha necesidad, y se lleve a cabo por la vía procesal idónea.

SEGUNDO.- Que el plazo por el cual deberá mantenerse en reserva es el máximo previsto en el numeral 19 punto 1
de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 

TERCERO.-  Regístrese  la  presente  acta  en el  índice de información Reservada  y  publicarse  en  medios  de
consulta directa, tal y como lo establece el artículo 25 punto 1 fracción XI de la vigente Ley de Transparencia y
Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 

CUARTO.- Este Comité de Transparencia tiene a bien instruir a la Unidad de Transparencia para efecto de que,
en vía de cumplimiento, notifique del contenido del presente dictamen al solicitante, y con ello se justifique la
negativa para proporcionar la información descrita en el PRIMERO de los presentes RESOLUTIVOS, por haber
sido clasificada particularmente como Reservada y Confidencial, en los términos solicitada. 

QUINTO.- Por último, una vez cumplimentado lo anterior, notifíquese al Instituto de Transparencia, Información
Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco (ITEI), a fin de demostrar el cumplimiento a lo
ordenado al resolver el RECURSO DE REVISIÓN 1043/2018 en la sesión ordinaria celebrada el día 22 veintidós
de agosto de 2018 dos mil dieciocho, específicamente al TERCERO de sus RESOLUTIVOS de mérito.

Por lo cual, pregunto:

¿Secretario del Comité? 
Responde: A FAVOR

Mi voto también es a favor, con lo cual se tiene aprobado el presente criterio para confirmar la declaración de
inexistencia y justificar tal carácter, por mayoría de votos. Lo anterior en ausencia del Presidente de este Comité,
el Fiscal General del Estado de Jalisco.

CIERRE DE SESIÓN

ACTO  CONTINUO  LOS  INTEGRANTES  DEL  COMITÉ  DE  TRANSPARENCIA  PRESENTES  FIRMAN  DE
CONFORMIDAD, Y SE DECLARA EL CIERRE DE LA SESIÓN  .  
Siendo las 10:40 horas del día 31 de agosto de 2018 se decreta el cierre de la sesión de trabajo.


